
F U N D A D O  P O R  A G U S T Í N  E D W A R D SMARTES 6 DE ENERO DE 2026 A 3

DIRECTOR EDITORIAL: 
Álvaro Fernández Díaz

© 2026 Diario El Mercurio. Todos los derechos reservados.
Fundado en Valparaíso el 12 de septiembre de 1827. Fundado en Santiago el 1 de junio de 1900

DIRECTOR:
Carlos Schaerer Jiménez

REPRESENTANTE LEGAL: 
Alejandro Arancibia Bulboa

Empresa El Mercurio S.A.P. Casilla 13 D
www.elmercurio.com
Avda. Santa María 5542. Santiago de Chile

Teléfono: (56-2) 2330 11 11 Correo electrónico: elmercurio@mercurio.cl

Los acontecimientos que se han desarrollado en
Venezuela a partir de la madrugada del sábado
representan, potencialmente, un cambio drásti-
co del panorama político y económico en ese

país, con posibles impactos sobre el resto de la región.
Con todo, la incertidumbre es alta. Aún no es claro lo que
pueda significar el llamado “control” que el gobierno de
Estados Unidos ha anunciado que asumirá, ni tampoco
de qué manera los jerarcas chavistas —quienes, pese a la
captura de Nicolás Maduro, siguen a cargo del gobier-
no— ejercerán su autoridad en esta nueva etapa, cuando
han sido ellos los responsables del desastre político y hu-
manitario en que está sumido su país. Las confusas de-
claraciones del gobierno estadounidense, y en particular
del Presidente Donald Trump, solo exacerban la incerte-
za, incluso respecto de cuáles son los objetivos que persi-
gue Washington y si efectivamente pretende impulsar
un cambio de régimen o so-
lo busca establecer una for-
ma de entendimiento con
Caracas que sea funcional a
sus intereses.

Desde una perspectiva
económica, evitar una situa-
ción de caos político —con el
riesgo de una eventual gue-
rra civil— es una prevención
que no debe ser menospre-
ciada. Las caídas de regímenes autoritarios en el mundo
han venido muchas veces acompañadas por crisis econó-
micas y sociales que, junto con empeorar las condiciones
de vida de la población, terminan generando en esta un
sentimiento de añoranza del viejo orden. Las experiencias
norteamericanas en Afganistán e Irak ofrecen abundantes
lecciones al respecto. Quizá ello podría explicar las a me-
nudo desconcertantes señales que ha dado Washington
en estas horas y su reticencia a llamar a elecciones en un
plazo acotado, anticipando que la situación es todavía
muy frágil como para que se pueda retomar una aparente
normalidad democrática después de dos décadas en que
el chavismo dinamitó las instituciones y se hizo con el to-
tal control del Estado. Evitar un descalabro mayor —co-
mo el vivido en algunos de los países del este de Europa
tras la caída del comunismo— sería así la premisa.

Garantizar un cierto orden es, sin embargo, apenas
una condición base para la normalización de un país lar-

gamente sumido en crisis. Para tener esperanza, Vene-
zuela requiere de algo más: generar confianza en la posi-
bilidad de un futuro más promisorio, de tal manera de
promover la inversión y alentar el regreso de los millones
de expatriados, un inmenso capital humano que el cha-
vismo dilapidó. En esto, el anuncio de inversiones en la
industria petrolera a las que tanto ha aludido Donald
Trump no es suficiente, toda vez que su encadenamiento
con el resto de la economía es bajo y aparece hoy princi-
palmente orientado a una recaudación fiscal. En esta eta-
pa de transición, para que el resto de la economía pueda
salir del pantano en el que se encuentra, el gobierno nor-
teamericano debe buscar dar señales que apunten a una
progresiva normalización institucional y a la construc-
ción de las bases para un nuevo orden político. Cómo po-
dría lograr aquello manteniendo al mismo tiempo en el
poder a quienes fueron cómplices de Maduro es una gran

incógnita, la que solo se
acentúa cuando hasta ahora
Trump parece descartar
cualquier rol de los líderes
de la oposición democrática
en este proceso. Sin embar-
go, en esa normalización se
jugará en definitiva el éxito
de la intervención, más allá
de las discusiones sobre su
legitimidad desde el punto

de vista del derecho internacional. 
En cualquier caso, desde una mirada económica, el

desafío de Venezuela va más allá de simplemente lograr
la estabilización: se trata de construir una institucionali-
dad amigable con el desarrollo. En efecto, el desastre del
chavismo no debe nublar la vista respecto del deterioro
sufrido en los años previos, con una economía excesiva-
mente tributaria del petróleo, controlada por un Estado
que fue haciéndose cada vez más dependiente de esos in-
gresos para financiar políticas sociales que se volvieron
insostenibles cuando su precio bajó. Por ello, no es regre-
sar a la situación previa al chavismo —por más que aho-
ra, en medio del desastre que este generó, se la añore— lo
que necesita Venezuela, sino generar condiciones que
permitan el desarrollo amplio de los distintos sectores.
Instituciones fuertes y un orden económico fundado en la
libertad serán claves si realmente se busca que las perso-
nas y los capitales vuelvan a ese país.

El desastre del chavismo no debe nublar la

vista respecto del deterioro sufrido en los años

previos. Para salir adelante, el país requiere

construir instituciones fuertes y un orden

fundado en la libertad.

Futuro económico de Venezuela

Por primera vez en quince años, la pasada elección
presidencial no tuvo en los ejes de campaña de
los candidatos, ni en sus programas, a la Consti-
tución. Ni el ganador y actual Presidente electo,

José Antonio Kast, ni la derrotada en la ronda final, Jean-
nette Jara, ni tampoco ninguno de los que obtuvieron las
votaciones siguientes colocó sus esperanzas electorales
en propuestas de nuevas constituciones, en gruesas re-
formas a la Carta actual o en intensas retóricas críticas al
orden constitucional de 1980.

Este escenario depurado de consignas constitucionales
es una completa novedad. Cambió después de cuatro elec-
ciones presidenciales seguidas constitucionalizadas (2009,
2013, 2017 y 2021). Un terreno
que permaneció dos décadas
intensamente manipulado
por candidaturas, ahora se
encuentra pacificado. Una
verdadera y saludable “pax
constitucional”, al amparo de
la Carta Fundamental de 1980 —con su profunda reforma
de 2005—, legitimada transversalmente luego de los falli-
dos plebiscitos de 2022 y 2023. Así es, la ciudadanía habló y
descartó el intento refundacional promovido inicialmente,
ya desde 2008, por cierta élite intelectual que luego derivó
en radical, y que tomó fuerza institucional luego del estalli-
do de 2019, para ser rechazado por casi dos tercios de la ciu-
dadanía en septiembre de 2022. La misma soberanía popu-
lar rechazó un año después —con menos margen— el texto
que se había incubado desde el mismo plebiscito anterior,
cuando en la campaña del Rechazo se prometió —con algo
de precipitación— “una nueva, pero mejor Constitución”.

Las campañas que desde 2010 recurrieron sistemáti-
camente a promesas constitucionales como supuestos
vehículos de progreso para Chile olvidaron algo funda-
mental: las buenas políticas públicas, los marcos regula-
torios necesarios para el crecimiento, la seguridad, las po-
líticas sociales, la mejor educación y la vivienda, no están
en la Constitución, y solo dependen flexiblemente de ella,
a modo de orientación. La tesis de que las insatisfacciones
de Chile tenían origen constitucional fue seductora, pero
gravemente errada. Lamentablemente, para alcanzar es-
ta convicción y sostenerla, se requiere conocimiento téc-
nico, dominio preciso de la jurisprudencia constitucio-
nal, de leyes y reglamentos, nada de lo cual fue de interés

de muchos partidos y lide-
razgos. Ellos tendieron a po-
litizar integralmente el de-
bate 2019-2022, azuzados
por sus reparos en distintos
grados a una Carta a la que,
pese a sus más de 55 refor-

mas, no se le reconocía plena validez democrática. Cual-
quier debate técnico sucumbía ante la ansiedad de susti-
tución que les despertaba el orden vigente. Pues bien, los
promotores de ese primer intento fueron los primeros en
revalorizar los atributos de la Constitución de 1980 cuan-
do se enfrentaron a un nuevo proyecto redactado demo-
cráticamente, pero desde sus antípodas ideológicas, vali-
dándola reiterada y explícitamente.

Así, llegamos a esta paz constitucional, indispensa-
ble como condición realista de consenso en un momento
en que Chile requiere retomar la senda correcta, perdida
en parte por los errores constituyentes.

El escenario depurado de consignas

constitucionales en que se desarrolló la última

elección es una completa novedad. 

“Pax constitucional”

Los aconteci-
mientos que se su-
ceden en torno a
Venezuela obligan
a tener aclaradas
un par de nociones
básicas de la arqui-
tectura global de
estos años —no so-
lo en América Lati-
na—, porque ello
incide en especial
en la posición de la
próxima administración de nuestro
Presidente electo. Que el mundo
evoluciona y también retorna sobre
sí mismo, es un hecho de la causa. En
la política mundial, la situación de
1945 o de 1989 no iba a que-
dar congelada en un haz de
posibilidades previsibles.
Jamás ha sido así.

Como prueba de la cen-
tralidad del papel de EE.UU.
desde el 1900 hasta ahora, el
trastocamiento del orden
mundial está principalmen-
te vinculado al espectacular sismo
político que ha venido ocurriendo en
EE.UU., intensificado este último
año. Estamos envueltos en un cam-
bio monumental de la autoconcien-
cia norteamericana y de su posición
ante el mundo, solo que todavía no
sabemos si será una fase intermedia
de una larga trayectoria que ha sido
diferente, o si realmente va a trans-
formar con drasticidad su posición
internacional. Si miramos 10 años
atrás y lo comparamos con el presen-
te, el resto de las potencias y grandes
actores, así como otros procesos con-

comitantes a toda realidad histórica,
evolucionaron de acuerdo con un
patrón más o menos previsible, con
tendencias de largo plazo: Rusia,
China, la India, la relativa crisis de la
Unión Europea que asomó su cabeza
hace ya más de 30 años. América La-
tina, para qué decir. 

En cambio, la evolución nortea-
mericana, procediendo de algunos
rasgos de su historia (aunque no do-
minantes en su aproximación al
mundo), constituye el factor nuevo
del cuadro internacional, que está te-
niendo consecuencias sísmicas. 

¿Cómo entra Chile en esta ecua-
ción? Toda evaluación debe asumir
dos nuevas realidades que se hicie-

ron manifiestas con los trastornos
desatados principalmente por el tor-
bellino de Washington. La primera
es la devaluación del derecho inter-
nacional político y económico. ¿Que
importa solo el poder? Mas, el dere-
cho ha sido una trinchera no del todo
ineficaz en favor del débil. En nues-
tro país esto ha sido un fundamento
de su política exterior desde fines del
XIX, y quizás desde O’Higgins. La
actual internacionalización de la
economía, que ha traído no pocas
ventajas, se apoya en una red de tra-
tados que inevitablemente se mar-

chitan en la circunstancia actual. 
El segundo es la declaración des-

carnada de la lucha de poder como
principio absoluto de la relación en-
tre las grandes potencias, con la posi-
bilidad real de que el ejemplo cunda
en escenarios marginales. Una de las
anclas del sistema internacional con
la que más nos hemos identificado es
aquella de las democracias desarro-
lladas y, con excepciones, del lideraz-
go norteamericano. Quizás este polo
no desaparecerá del todo, pero cada
día está más eclipsado. Es dudoso
que la democracia sobreviva con vi-
gor si se esfuma allí donde por pri-
mera vez fue acunada. Aunque como
sistema se ha extendido, su fortaleza

será cada vez más endeble.
En un mundo con de-

sembozado struggle for life, o
al menos con esa dirección,
se conmina a países como
Chile a escoger. En lo con-
creto, esto lleva a un equili-
brio entre dos potencias
—China y EE.UU.— que no

son idénticas para nosotros, pero
con las cuales, mientras se posea un
margen de maniobra, se debe transi-
tar por un estrecho y peligroso desfi-
ladero. Aun en una circunstancia en
que se esté entre la espada y la pared,
no se debe olvidar un horizonte es-
tratégico que atesore algunos princi-
pios. Sin estos últimos, el aparente
realismo solo va a desenmascarar
una triste realidad: la sumisión ante
otros más poderosos, que no se trata
solo de las grandes potencias. 

C O L U M N A  D E  O P I N I Ó N

Encrucijada, escenario mundial

Aun en una circunstancia en que se esté entre

la espada y la pared, no se debe olvidar un

horizonte estratégico que atesore algunos

principios. 

Si desea comentar esta columna, hágalo en el blog

Por
Joaquín
Fermandois

El Ministerio de Transportes
avanza con la renovación de las
concesiones de puertos, como el
terminal operado por STI, en San
Antonio; el de San Vicente, en Tal-
cahuano, y el de Valparaíso, que se
licitará como una sola unidad. Co-
menzar este proceso es una políti-
ca de Estado y no de un gobierno,
pues el tiempo que tarda puede
exceder un período presidencial.
Se trata así de un modelo de políti-
cas públicas que la actual adminis-
tración, en sus inicios y en medio
de afanes refundacionales, parecía
repudiar. 

Con todo, las nuevas licitacio-
nes no introducen elementos que
permitan mejorar el funciona-
miento del siste-
m a : s o l o h a y
cambios en un
requerimiento
de electrificación
en los procesos y
en segur idad .
No hay, sin embargo, requisitos de
automatización en los equipos, tal
vez para evitar conflictos con los
sindicatos. Así, la caída en la pro-
ductividad portuaria de los últi-
mos años podría continuar en el
tiempo (y más aún si llegaran a
prosperar iniciativas como la ne-
gociación ramal, en la que el actual
gobierno insiste). Tampoco se es-
tablecen obligaciones como la de
revisar todos los contenedores de
exportación mediante scanners, lo
que evitaría que nuestros puertos
se transformen en lugares de
transbordo de drogas. 

Todo esto, en un contexto en
que Chile enfrenta la amenaza de
la competencia de los puertos pe-
ruanos. De hecho, el puerto de Ca-
llao hoy supera las transferencias
de contenedores de San Antonio,
en parte, porque recibe el equiva-
lente a unos 300 mil contenedores
de 20 pies (TEUs) desde nuestro
país. Pero la gran amenaza es el
puerto de Chancay, que tendrá
eventualmente capacidad para

transferir unos 3,5 millones de
TEUs, y que posee un calado de 17-
18 metros, lo que le permite recibir
a las mayores naves existentes. Se-
rá además el primer puerto de Su-
damérica en tener operaciones au-
tomatizadas, lo que lo hará muy
eficiente. También posee una gran
área de respaldo para el desarrollo
de actividades logísticas y otras re-
lacionadas con las cargas. Por últi-
mo, hay planes para construir un
ferrocarril que lleve hasta allí car-
ga proveniente desde el interior de
Brasil

Por nuestra parte, el proyecto
del puerto exterior de San Antonio
casi no tuvo avances durante los
primeros años de este gobierno.

En ello recibió el
apoyo de los ac-
tuales concesio-
narios de la V Re-
gión, que sugie-
ren que no hay
suficiente carga

que lo justifique. Esto omite que
habrá un período de estrechez
portuaria durante la primera mi-
tad de la próxima década debido
justamente a los retrasos del me-
gapuerto. Asimismo, y nueva-
mente para complacer a los sindi-
catos, no estará completamente
automatizado, lo que nos dejará en
desventaja frente a Chancay.

Aunque puede celebrarse que
el Gobierno dé continuidad a las
políticas de Estado de administra-
ciones anteriores, no hay avances
en propuestas que resuelvan los
problemas que afectan a nuestros
puertos. Es de esperar que el pró-
ximo gobierno se enfoque en me-
jorar la logística nacional, terrestre
y marítima, para evitar que sus de-
ficiencias nos dejen en desventaja
respecto de Perú. Chile depende
del comercio y casi todo este se de-
sarrolla por mar, de modo tal que
las ineficiencias portuarias tienen
el efecto de verdaderos impuestos
al comercio, solo que sin aportar
ingresos a las arcas fiscales.

No hay avances en

propuestas que resuelvan

los actuales problemas.

Concesiones portuarias

Junto con el dinero, el tiempo es una
posesión valiosa. Saber usarlo es cru-
cial en tiempos de exceso de distrac-
ciones, aislamiento social y apremios
económicos.

Originado proba-
blemente en Japón
y en uso en algunas
ciudades de Esta-
dos Unidos, el con-
cepto de bancos de
tiempo parece pro-
misorio para dar
sentido a las activi-
dades solidarias, re-
ducir el aislamiento
social o la sensación
de soledad, y adqui-
rir confianza en el
futuro. 

Se trata de registrar y acumular “uni-
dades de tiempo” dedicadas a ayuda so-
lidaria, a trabajos comunitarios o a tare-
as creativas. Cada persona podría tener
una cuenta en la que se guardarían es-
tas “monedas temporales”. Un verdade-
ro banco que puede hasta diseñarse pa-

ra que genere intereses. Las personas
podrían después retirar estos capitales
con retribuciones de tiempo que otras
personas puedan dedicarles, como, por
ejemplo, ayuda doméstica, traslados o

simplemente com-
pañía. De este mo-
do, el ahorro sería
reembolsado no en
dinero, sino en dedi-
cación y solidaridad
por parte de otras
personas.

La idea parece
interesante, obser-
va el discreto Criti-
lo. Obviamente, exi-
ge comunidades
bien cohesionadas
y de ser implemen-

tada podría significar apoyos en la vejez
y la discapacidad permanente o transi-
toria. Habría que precisar cómo se ad-
ministra un banco de tiempo y cuáles se-
rían los costos asociados. 
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“Time banking”
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